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León, Guanajuato, a veintitrés de octubre del año dos mil siete. . . . . . .  . . . . . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 177/2005 que contiene las actuaciones del recurso de inconformidad interpuesto por la ciudadana PATRICIA RAMÍREZ GARCIA, en contra del Director de Desarrollo Urbano, del Director de Ingresos y del notificador que práctico la notificación, todos de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve, conforme  a los  siguientes: . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O

SEGUNDO.- Que para efectos del presente recurso, este Órgano de Control de Legalidad, realiza un estudio integral del escrito de recurso, del que se advierte que se impugnan tres actos administrativos, la falta de visita de inspección, el requerimiento de pago y su notificación. La existencia del primer acto impugnado se acredita con el reconocimiento que hacen las autoridades en su contestación al recurso, al no aportarse el acta respectiva; el segundo acto se encuentra demostrado con  el original del requerimiento de pago con número de crédito fiscal 00712300 de fecha  doce de mayo del año dos mil cinco; y, el tercer acto se acredita con el original del citatorio de fecha veintitrés de mayo del año dos mil cinco y la notificación del veinticuatro del mismo mes y año. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido en Jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Que por cuestiones de ORDEN PUBLICO, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 49 fracción II, del citado Reglamento de Justicia Administrativa, porque los actos impugnados son materia de otro recurso de inconformidad promovido ante este Juzgado Administrativo, siendo el número 107/2005. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de las razones lógicas y Jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 49, fracción II, del invocado Reglamento de Justicia Administrativa, establece: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 49.- El recurso de inconformidad es improcedente contra actos o resoluciones:

II.- Que haya sido o sea materia de otro recurso o juicio siempre que hubiere identidad de partes y se trate del mismo acto recurrido, aunque las violaciones alegadas sean diversas.”
Esta fracción, exige para la configuración de esta causal de improcedencia, que el acto haya sido o sea materia de otro recurso o juicio, que haya identidad entre las partes y que se trate del mismo acto recurrido; sin embargo, es el caso que no se trate de la misma parte recurrente, pues, el recurso de inconformidad tramitado y resulto bajo el expediente número 107/2005, lo promueve la persona moral denominada “Prestadora de Servicios Populares”, Sociedad Anónima de Capital Variable, mientras que el recurso que se resuelve lo intenta la ciudadana Patricia Ramírez García, por su propio derecho, luego entonces, estamos frente a dos personas totalmente distintas, por tanto, es evidente que no existe identidad entre las partes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, las autoridades hacen valer la causal de improcedencia  prevista en el artículo 49, fracción IV,  del multireferido del Reglamento de Justicia Administrativa, ya que los actos se consintieron tácitamente, al no haber promovió el recurso de inconformidad dentro del término legal; en tanto que, la recurrente en su escrito de ampliación del recurso, bajo protesta de decir verdad manifestó, que jamás se le notificó personalmente, toda vez que se practicó en un domicilio distinto  al suyo, además debe existir un cercioramiento y no existió. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de las razones lógicas y Jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La  fracción IV del artículo 49, del invocado Reglamento de Justicia Administrativa, establece: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“IV.- Consentidos tácitamente, entendiéndose como tales aquellos contra los que no se promovió dentro de los términos establecidos, el recurso de inconformidad o la ampliación del mismo en el caso de negativa ficta cuando la autoridad emita respuesta expresa conforme al artículo 34 fracción IV del presente reglamento;”. . . . . . 
En efecto, la notificación del requerimiento de pago impugnado, no se realizó conforme a derecho, en virtud de que es cierto que se practicó en Boulevard San Pedro número 3005, de esta ciudad, según se desprende del acta de notificación de fecha veinticuatro de mayo del año dos mil cinco, domicilio distinto al señalado a la Dirección de Desarrollo Urbano, para oír y recibir notificaciones, como se aprecia en la licencia de uso de suelo, expedida el once de enero del año dos mil cinco, donde en el recuadro denominada “DATOS DEL PROPIETARIO”, se asienta como domicilio de Patricia Ramírez García, el de Boulevard San Pedro número 1305 – C y D, Jardines de Jerez, de esta ciudad; en consecuencia, si las autoridades demandadas no demostraron que la recurrente tiene su  domicilio en el número 3005 del Boulevard San Pedro y ante la omisión del previo cercioramiento de que este inmueble es el domicilio de la inconforme, la notificación se practicó de manera ilegal y siendo la anterior así, no se consintieron tácitamente los actos impugnados, por tal motivo prevalece la presunción de que la ciudadana Patricia Ramírez García, tuvo conocimiento de los actos hasta el día siete de julio del año dos mil cinco; amén de que al absolver posiciones la inconforme, no reconoció haber  tenido conocimiento de la infracción realizada por la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal, el día veintitrés de agosto del año dos mil cuatro,  por tanto, el recurso de inconformidad se encuentra presentado dentro del término legal de diez días hábiles, previsto en los artículos 210 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 29, fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . 
De este modo, tomando en cuenta que la referida notificación se practicó ilegalmente, conforme a lo estipulado por el artículo 36, segundo párrafo, del invocado Reglamento de Justicia Administrativa, se procede al estudio de los agravios que hizo valer el recurrente en su escrito inicial de recurso de inconformidad y en su ampliación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La recurrente en su escrito inicial de recurso, en el segundo párrafo del primer punto de agravio, en esencia aduce que de conformidad en lo previsto en el artículo 79 del Reglamento de Anuncios, podrá ordenarse en cualquier tiempo la práctica de inspecciones y que jamás se desarrollo alguna inspección al domicilio del negocio ubicado en Boulevard San Pedro número 1305 - C y D de la colonia Jardines de Jerez, lo que le causa un perjuicio y viola los dispositivos del propio Reglamento. En tanto que, las autoridades en su contestación en lo esencial esgrimen que no se desarrolló inspección alguna y el artículo 79 es facultativo para la autoridad y del requerimiento de pago se desprende de la infracción número 22816 de fecha veintitrés de agosto del año dos mil cuatro, que se le impuso, con fundamento en el artículo 41 del Reglamento de Anuncios, al no contar con la licencia correspondiente. . 
Agravio que resulta  FUNDADO,  por las razones lógicas y jurídicas siguientes: 

Carece de sustento legal la argumentación vertida por las autoridades demandadas, en virtud de que en el Capítulo Décimo Segundo, denominado “DE LAS INSPECCIONES”, del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, se regula el procedimiento administrativo que debe agotarse previamente a la aplicación de alguna de las sanciones administrativas establecidas en el artículo 98 del invocado Ordenamiento Legal; por consiguiente, es cierto lo que sostienen las autoridades demandadas en su contestación, que de acuerdo al artículo 79, el Director de Desarrollo Urbano, cuenta con la facultad para ordenar en cualquier tiempo la practica de visitas domiciliarias, a fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones de la materia; empero, también es verdad que, siempre tiene que agotar de manera previa el formal procedimiento administrativo que regula el referido capítulo, el cual se integra de las fases siguientes: A).- La orden de inspección (artículos 80 y 85), que se desahoga como sigue: El inspector autorizado, inicia la diligencia de inspección, identificándose con documento oficial ante la persona que lo atienda; entregará copia de la orden a quien lo atienda; requiere a la persona con la que entiende la diligencia para que designe dos testigos, apercibiéndola que para el caso de ausencia o negativa, serán nombrados por el personal actuante; se concretará a verificar lo especificado en la orden de inspección; se levantará un acta circunstanciada por duplicado, en términos del Reglamento; se recabará la firma de todas las personas que hayan intervenido en el acta de inspección; y, al término de la diligencia entregará copia del acta a la persona con quien se haya entendido. B).- La visita de inspección, se levanta el acta circunstanciada respectiva (artículo 81). C).- Citación a la audiencia de calificación (artículo 88). D).- Celebración de la audiencia de calificación, donde se ofrecen pruebas y en su caso, se concede un término para su desahogo y se concede el derecho de formular alegatos (artículo 89). E).- Resolución de calificación de la infracción (artículo 90). F).- Notificación de la resolución. Y, G).- Ejecución de la resolución. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, en el punto de agravio que nos ocupa, la recurrente niega lisa y llanamente la existencia de la visita de inspección, al aducir que “jamás se desarrollo alguna inspección en el domicilio ubicado en Boulevard San Pedro número 1305 – C y D, de la Colonia Jardines de Jerez”; en consecuencia, conforme a lo dispuesto por los artículos 84 y 85 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato, aplicados supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, esta negativa lisa y llana revierte la carga de la prueba al Director de Desarrollo Urbano, para acreditar que llevó a cabo este procedimiento, sin embargo, no aportó el acta de inspección respectiva, por lo tanto, en la especie,  prevalece la negación de la parte recurrente, luego entonces, si no existe la práctica de la visita de inspección, óbice es que, no se siguió el procedimiento descrito y regulado por los artículos del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato,  señalados en supralíneas, por ende, la sanción de multa por la cantidad de $ 16,840.00 (dieciséis mil ochocientos cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), aplicada a la recurrente, es ilegal por vicios del procedimiento administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso del Estado de Guanajuato, visible a página 9, de la obra denominada criterio emitidos durante el periodo 2000-2006,  bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“NEGATIVA LISA Y LLANA DE LOS MOTIVOS ADUCIDOS EN UN ACTO ADMINISTRATIVO, CARGA PROBATORIA EN TRATÁNDOSE DE LA.- Cuando el particular niega lisa y llanamente los motivos expresados en un acto administrativo, con fundamento en los artículos 84 y 85 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato supletorios a la Ley de la Materia, revierte la carga de la prueba de ellos a las autoridades administrativas. (Resolución de 29 de junio de 2000; Toca 22/00; Recurso de Revisión promovido pro el Director General de  Tránsito del Municipio de León, Guanajuato.”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, si es ilegal la multa aplicada a la recurrente, con mayor razón esta afectado de ilegalidad el requerimiento de pago a debate, ya que el primero asume el carácter de acto principal y el otro de accesorio, no existiendo impedimento para declarar la nulidad del referido acto fiscal, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de  tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . 

En este sentido, ante la ilegalidad de los actos a debate, se violan en perjuicio de la parte recurrente los artículos 80, 85, 88, 89 y 90 del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley de Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por lo que con fundamento en los artículos 213, fracción II, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 48, fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León Guanajuato, es  procedente declarar la nulidad total de la multa por la cantidad de $ 16,840.00 (dieciséis mil, ochocientos cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), aplicada a la recurrente y del requerimiento de pago número de crédito fiscal 00712300 de fecha  doce de mayo del año dos mil cinco, por la existencia de vicios del procedimiento administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206 Párrafo Segundo, 213 fracción II y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1º, 2º fracción III, 3º, 4º, 15 fracción I, 46, 47 y 48 fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD total de la multa por la cantidad de $16,840.00 (dieciséis mil ochocientos cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), aplicada a la recurrente y del requerimiento de pago número de crédito fiscal 00712300 de fecha  doce de mayo del año dos mil cinco, por las argumentaciones lógicas y jurídicas expresadas en el tercer considerando  de esta resolución. . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en cinco tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
